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RESUMEN 

Para dar inicio con el presente trabajo de investigación resulta indispensable y de 

manera puntual estudiar a profundidad el delito por asociación ilícita desde el Caso N° 

02332-2017-00496 en la localidad de San Vicente, parroquia Balsapamba, Cantón 

San Miguel de Bolívar - Ecuador, determinando así el conjunto de actuaciones 

realizadas por parte de los intervinientes para constatar la efectividad y buen 

ejercicio de las Funciones del Estado al momento de dar tratamiento a la 

problemática suscitada durante los hechos que serán descritos a continuación, 

como: el proceso penal, partes procesales y el cumplimiento irrestricto de los 

preceptos jurídicos a los cuales están sujetos cada persona dentro del territorio 

nacional ecuatoriano. 

El problema jurídico del presente trabajo de investigación trasciende a la 

aparente asociación ilícita mediante las actuaciones por parte del Agente de Fiscal, 

dirigiendo la problemática hacia la legalidad de la prisión preventiva impuesta 

sobre los sospechosos del hecho, para lo cual se ha recurrido tanto al ordenamiento 

jurídico interno como a los pronunciamientos emitidos por los instrumentos 

internacionales de Derechos Humanos a los cuales el Ecuador se encuentra suscrito 

y ratificado para la figura jurídica antes mencionada, recordando siempre que la 

misma medida está sujeta a un conjunto de elementos fácticos y probatorios 

altamente tratados, confiriendo así mediante un exhaustivo estudio, que no recaiga 

en una decisión ilegal o de ser el caso arbitraria y/o ilegítima. 

Ahora bien, el Código Orgánico Integral Penal al momento del desarrollo 

del caso controvertido carecía de las reformas actuales, por lo mismo resultará 

indispensable la consideración de tratadistas, tanto como jurisprudencia pertinente 

sobre el delito en cuestión y la privación de libertad para fines que garanticen el 

desarrollo del debido proceso penal como medida de última ratio.  

Es así que llegamos a considerar que el presente estudio o análisis de caso 

aportará elementos de carácter tanto teórico como práctico para los estudiantes y 

profesionales del Derecho en materia penal, tanto en la profundización de estudios 

como en el ejercicio de la noble profesión en la cual desarrollarán sus actividades 

cotidianas de conformidad con la Constitución de la República, las leyes y el 
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derecho como objeto fundamental para la protección de las personas en su día a 

día; y así evitar el uso indebido de la prisión preventiva de parte de las o los 

juzgadores que por sus extralimitadas acciones han hecho del Estado ecuatoriano 

objeto de reiterados llamados de atención por parte de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, mediante las acciones de habeas corpus, siendo el ochenta por 

ciento de condenas en contra del Ecuador el resultado por privación de libertad 

ilegal o de ser el caso ilegítima o arbitraria puntualmente hablando de los casos: 

Chaparro y Lapo vs Ecuador; Tibi vs Ecuador; Suárez Rosero vs Ecuador, como 

algunos ejemplos.    
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GLOSARIO DE TÉRMINOS 

Asociación Ilícita. - Para nuestro COIP, determina que 

Cuando dos o más personas se asocien con el fin de cometer delitos, sancionados 

con pena privativa de libertad de menos de cinco años, cada una de ellas será 

sancionada, por el solo hecho de la asociación. (Asamblea Nacional de la República 

del Ecuador, 2014, Código Orgánico Integral Penal COIP Art. 370) 

 

Delincuencia Organizada. - Para nuestro COIP, determina que 

La persona que mediante acuerdo o concertación forme un grupo estructurado de 

dos o más personas que, de forma permanente o reiterada, financien de cualquier 

forma, ejerzan el mando o dirección o planifiquen las actividades de una 

organización delictiva, con el propósito de cometer uno o más delitos sancionados 

con pena privativa de libertad de más de cinco años, que tenga como objetivo final 

la obtención de beneficios económicos u otros de orden material. (Asamblea 

Nacional de la República del Ecuador, 2014, Código Orgánico Integral Penal COIP 

Art. 369) 

 

Principio de Inocencia. - Desde la doctrina se lo define que “Es una de las garantías 

más esenciales y relevantes con las que cuenta el ciudadano cuando se ve inmerso en un 

proceso judicial.” (Rodríguez y Berbell, 2021, La presunción de inocencia, un derecho 

fundamental). 

Mientras que desde nuestro ordenamiento jurídico interno “Toda persona 

mantiene su estatus jurídico de inocencia y debe ser tratada como tal, mientras no se 

ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario.” (Asamblea Nacional de la 

República del Ecuador, 2014, Código Orgánico Integral Penal COIP Art. 5 núm. 4). De 

igual manera “Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, 

mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia 

ejecutoriada.” (Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2008, Constitución de 

la República del Ecuador CRE Art. 76 núm. 2). 

Presunción de Culpabilidad. - Desde la doctrina se lo define como el juicio 

premeditado impartido por otras personas en el cual “Para el acusado de cualquier delito 

que alega inocencia no hay una presunción de inocencia que lo proteja realmente de ser 

tratado por anticipado como un culpable.” (Vílchez, 2019, La presunción de 

culpabilidad). Entendiéndose como la antítesis del principio fundamental de inocencia 

de y para toda persona. 



XII 
 

Prisión Preventiva.- Desde la doctrina se lo define como “Medida cautelar 

excepcional, que afecta el derecho de libertad personal del imputado por un tiempo 

máximo de dos años. Es aplicable cuando las demás medidas cautelares sean 

insuficientes para asegurar los fines del procedimiento.” (Instituto Nacional de Ciencias 

Penales INACIPE, 2017, p. 36). 

Conducta Penalmente Relevante. - Para nuestro COIP, determina que son las 

“Acciones u omisiones que ponen en peligro o producen resultados lesivos, 

descriptibles y demostrables.” (Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2014, 

COIP Art. 22).  

Tipicidad. - Desde la doctrina se lo define como 

La tipicidad es la adecuación de la conducta realizada por un sujeto al tipo penal, 

o sea, el encuadramiento de un comportamiento real a la hipótesis legal. Así, 

habrá tipicidad cuando la conducta de alguien encaje exactamente en 

la abstracción plasmada en la ley. (Amuchategui, 2012, p. 63)  

 

Antijuridicidad. - Para nuestro COIP, determina que “Para que la conducta penalmente 

relevante sea antijurídica deberá amenazar o lesionar, sin justa causa, un bien jurídico 

protegido por este Código.” (Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2014, 

COIP Art. 29). 

Culpabilidad. - Desde la doctrina se lo define como 

La culpabilidad se sustenta en el reproche que se hace a quien realizó o participó 

en el injusto, dado que pudiéndose comportar conforme a derecho decidió 

contravenirlo. Se trata de un juicio personalísimo, de ahí que si el injusto lo 

cometieron o participaron varios en su comisión, cada uno de ellos será valorado 

por separado y de esta manera se podrá individualizar la pena dentro del mínimo 

y el máximo previsto en la ley. (Díaz, 2014, p. 173)   

Imputabilidad. - Desde la doctrina se lo define como 

Es la capacidad de entender y querer en el campo del derecho penal. 

Implica salud mental, aptitud psíquica de actuar en el ámbito penal, 

precisamente en el momento de cometer el delito. Por otra parte, el sujeto 

primero tiene que ser imputable para luego ser culpable; no puede 

haber culpabilidad si antes no se es imputable. A esto se refiere, entre otras 

cosas, el tema de la prelación lógica de los elementos del delito. (Amuchategui, 

2012, p. 89) 

Víctima.- Desde la doctrina se lo define como “Persona que, directa o indirectamente, 

ha sufrido daño o menoscabo de sus derechos, producto de la comisión de un delito.” 

(Instituto Nacional de Ciencias Penales INACIPE, 2017, p. 37). 

http://diccionariojuridico.mx/definicion/derecho/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/imputado/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/medidas-cautelares/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/tipicidad/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/conducta/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/conducta/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/abstraccion/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/culpabilidad/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/derecho/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/juicio/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/pena/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/salud/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/culpabilidad/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/persona/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/dano/
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Para nuestro Código Orgánico Integral Penal COIP, determina como víctimas a las 

personas descritas en los 8 numerales del Art. 441. 

Sospechoso. - Desde la doctrina se lo define como  

El concepto de categoría sospechosa tendría su origen en la doctrina de la Corte 

Suprema de Estados Unidos, a partir del desarrollo del criterio del "escrutinio 

estricto" de una ley, utilizado como método o mecanismo para determinar si se 

ha infringido el derecho a la igualdad ante la ley. (Íñiguez, 2014, Sección de 

Conclusiones) 

Procesado.- Desde la doctrina se lo define como “Persona presuntamente culpable en 

un proceso penal.” (Prícolo, 2019, p. 48). 

Para nuestro COIP, determina a como víctima a quién 

Se considera persona procesada a la persona natural o jurídica, contra la cual, la 

o el fiscal formule cargos. La persona procesada tendrá la potestad de ejercer 

todos los derechos que le reconoce la Constitución, los Instrumentos 

Internacionales de Derechos Humanos y este Código. (Asamblea Nacional de la 

República del Ecuador, 2014, COIP Art. 440) 

Delito. - Desde la doctrina se entiende como 

Entendido en el sentido más general de la expresión, será una forma de 

comportamiento desviado que se considera grave dentro del sistema social y que 

es calificado como tal por los órganos legislativos con competencia para ello. Lo 

que caracteriza a todo comportamiento desviado y, por consiguiente, también 

al delito es su divergencia con los modelos aceptados de conducta, es decir, con 

los comportamientos que cumplen con las expectativas sociales 

institucionalizadas. (Bacigalupo, 1994, p. 2)   

Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos. - Desde la academia mexicana 

el autor lo define como 

Los tratados internacionales, pues, son instrumentos de acatamiento obligatorio 

por los Estados, y si bien no han seguido el mismo proceso de formación de las 

leyes internas para entrar en vigencia, forman parte del ordenamiento jurídico de 

los países una vez que han sido firmados, ratificados y, por lo tanto, puestos en 

vigor por los Estados conforme a su derecho interno. (Meléndez, 2012, p. 22) 

 

  

http://diccionariojuridico.mx/definicion/proceso/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/sistema/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/competencia/
http://diccionariojuridico.mx/definicion/delito/
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ABREVIATURAS 

CRE:  Constitución de la República del Ecuador. 

COFJ:  Código Orgánico de la Función Judicial.  

COIP:  Código Orgánico Integral Penal.  

CADH: Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José).  

CIDH:  Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  

Corte IDH:  Corte Interamericana de Derechos Humano.
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INTRODUCCIÓN 

El presente caso en concreto da inicio con una llamada de auxilio atendida por el 

Sistema Integrado de Seguridad Ecu 911 realizada por pobladores de la localidad en 

donde presuntamente se llevaba a cabo un delito perpetrado por varias personas que 

acudieron a la localidad de San Vicente en 4 vehículos dos de tipo automóvil y 2 

camionetas, lo que aparentemente permitió presumir un delito por asociación ilícita. 

Acto seguido y con la brevedad posible los elementos policiales lograron 

detención de las personas que ocupaban dos de los vehículos que cumplían con las 

descripciones y características proporcionadas por los pobladores de la localidad donde 

se avocó conocimiento del ilícito en proceso, pero interrumpido en su ejecución; de la 

misma manera por las características y circunstancias del hecho se procedió a cumplir 

con el protocolo concerniente a delitos cometidos en flagrancia.  

Es así que para el  presente caso se considera el irrestricto cumplimiento de lo 

dispuesto por la Constitución de la República del Ecuador en su Art. 77, verificándose 

que la detención efectuada cumpla con los estándares y presupuestos mínimos que  

protegen el fundamental derecho de libertad que asiste a las personas, para que incluso 

la decisión de prisión preventiva determinada en la audiencia de calificación de 

flagrancia por juez competente en la cual se designó que la causa se regirá mediante 

procedimiento directo. 

En la mencionada audiencia los elementos de convicción proporcionados fueron 

los peritajes de: Recolección de elementos materiales en el lugar de los hechos, Balística 

y Actitud de disparo del arma de fuego recabada, el reconocimiento de la escena del 

crimen, las versiones de los testigos presenciales que no pudieron identificar a los 

detenidos, ahora bien, con lo mencionado las mentadas versiones y el parte policial  

pueda ser considerada como ilegal o en su defecto arbitraria, determinado y enmarcado 

en la Convención Americana sobre Derechos humanos en su artículo 7.2 y 7.3 por el 

hecho de que con los indicios recabados en las escenas de los peritajes correspondientes 

y a pesar de la brevedad de la aprehensión se practicaran para así observar si 

efectivamente se ha cumplido con los requisitos determinados en el Ordenamiento 

Jurídico Interno y por tanto materialmente integrado el criterio de favorabilidad de los 

Instrumentos internacionales de derechos humanos. 
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Ahora bien, cabe destacar que en el artículo de nuestra Carta Magna antes 

mencionado en su primer numeral considera la privación de libertad como una forma de 

justicia pronta como retribución a la víctima de un crimen. Por cuanto resulta 

indispensable realizar un análisis exhaustivo de todas las actuaciones practicadas por los 

funcionarios públicos y sujetos procesales en el desarrollo del procedimiento directo al 

cual se sometió el presente caso de estudio y la jurisprudencia tanto nacional como 

internacional concerniente al caso y objeto de estudio.
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CAPÍTULO I  

1.1 Planteamiento del Caso a ser Investigado 

La vulneración de los derechos constitucionales de las personas procesadas ante una 

mala práctica de las actividades procesales por parte de la acusación por parte del Fiscal 

a cargo en la investigación del proceso y factores determinantes en la responsabilidad 

penal inobservados por la juzgadora al momento de ordenar la prisión preventiva. 

1.1.1 Presentación del caso 

Tema: 

Estudio del Caso “N° 02332-2017-00496 ASOCIACIÓN ILÍCITA EN LA UNIIDAD 

JUDICIAL MULTICOMPETENTE DEL CANTÓN SAN MIGUEL PROVINCIA 

BOLÍVAR”. 

Dependencia Jurisdiccional: 

Unidad Judicial Multicompetente del Cantón San Miguel Provincia Bolívar. 

Denunciantes: 

Parte Policial. 

Dr. Jorge Washington Rea Quilumba. (Fiscal titular del Cantón) 

 Sospechosos/Procesados: 

Coello Luna Erika Gabriela. 

Gilces Franco José Guillermo. 

Ibarra Chacha Wilber Eduardo. 

Montalvo Jarrín Edgar Segundo. 

Acción Penal Pública: 

Por el Delito de Asociación Ilícita tipificado en el Art. 370 del Código Orgánico 

Integral Penal. 

 

    AÑO DE LA CAUSA:   2017 

 

   AÑO DE ESTUDIO DEL CASO PRÁCTICO: 2020 – 2021 
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1.1.2 Objetivo del análisis o estudio de caso 

Objetivo General 

“Estudiar el Delito de Asociación Ilícita desde el Caso N° 02332-2017-00496 en la 

localidad de San Vicente, parroquia Balsapamba, Cantón San Miguel de Bolívar - 

Ecuador”. 

Objetivos Específicos 

1. Determinar si se cumplió con los requisitos mínimos para la prisión 

preventiva.  

2. Analizar el conjunto de pericias practicadas en el caso concreto. 

3. Evidenciar la pertinencia de las pericias practicadas en el caso concreto.  
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CAPÍTULO II  

CONTEXTUALIZACIÓN DEL CASO  

Dentro del Caso N° 02332-2017-00496 se evidencia lo que aparentemente recae en 

un conjunto de malas prácticas periciales y actividades procesales sobre los 

indicios recopilados en la escena del crimen a la cual asistieron los elementos 

policiales dispuestos para asistencia y auxilio solicitado por la víctima y 

pobladores del sector, como son: el arma de fuego y objetos abandonados en la 

aparente escena del crimen que justifica un daño o irrupción a bien inmueble 

ajeno. Para una mejor comprensión del presente trabajo de investigación se 

consideraran elementos de carácter dogmático jurídico y ordenamiento jurídico 

penal ecuatoriano en el COIP anterior a sus últimas reformas legislativas tanto al 

momento del altercado o supuesta actividad ilícita por un conjunto de personas de 

entre ocho y diez, que no fue dilucidado en la investigación por parte de Fiscalía, 

misma que no asistió efectivamente a las personas tanto en su calidad de víctimas 

como en las de personas procesadas distinguiendo eficazmente lo que es una 

delincuencia organizada de una asociación ilícita con sus elementos descriptivos u 

estructurales de cada tipo penal. 

Debo manifestar que para la veracidad y rigor académico del presente trabajo se 

recurrirá a las Ciencias Sociales, su conjunto de herramientas y categorías 

cognoscitivas tendientes a comprender las diferentes manifestaciones y 

expresiones de la realidad y modernidad del mundo contemporáneo en el 

comportamiento de los individuos que componen la sociedad ecuatoriana, mismos 

que pueden llegar a ser sujetos de vulneraciones de derechos desde los dos lados 

de la moneda que en el Derecho Penal comprenden las situaciones de víctimas o 

procesados, precautelando: el debido proceso, seguridad jurídica, tutela judicial y 

la dignidad humana de las cuales son titulares. 

Resultando indispensable realizar un exhaustivo análisis y ponderación de los 

derechos que en el Estado moderno constitucional y de justicia, sujeta al Ecuador 

con el deber inexcusable de garante social y democrático, para respetar e 

incorporar lo dispuesto por sus instrumentos internacionales de derechos humanos.  
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En las últimas décadas, el tema del Delito de Asociación Ilícita ha tornado en 

una dirección más concreta, autónoma y menos abstracta de la que se conducía 

anteriormente en virtud del cambio de paradigma jurídico a los cuales los Estados 

latinoamericanos venían sujetos, es así que la puesta en escena del Estado 

Garantista de Derechos busca precautelar el conjunto de garantías que asisten a las 

personas en materia penal tanto en su situación de víctimas como de procesadas 

siendo el derecho al debido proceso un conjunto de reiteradas manifestaciones y 

llamados de atención por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

para el efectivo cumplimento de lo pactado y aceptado por los Estados miembros 

en los momentos de suscripción y ratificación de sus integrantes tanto en la 

Organización de Estados Americanos como en la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos. 

El propósito del presente estudio de caso es analizar y estudiar la naturaleza 

jurídica del delito de asociación ilícita la cual en ningún momento pasó de ser una 

mera especulación y el mayor extremo de los casos nada más que una simple 

conjetura, por lo tanto, repercutiendo en el caso en concreto afectaron el derecho a 

la libertad de los procesados, la normal convivencia social del sector,  

los bienes y derechos individuales de la víctima. Para lo cual se hace necesario 

realizar una modalidad de investigación cualitativa (Estudio de Caso) del contexto 

logrando visibilizar factores positivos de los nuevos Estados garantistas de 

Derechos. 

2.1 Antecedentes del caso 

Circunstancias del hecho: 

Por medio del presente me permito Informarle a usted Mi Coronel, que en 

encontrándonos de servicio de segundo turno de 15H00 A 23H00 en el Móvil 

Balsapamba 1 como Jefe de Patrulla el Cbop. Gabriel Paredes, conductor Poli. 

Geovanny Yépez, por disposición del Ecu 911 nos trasladamos hasta el Recinto 

San Vicente, perteneciente a la Parroquia Balsapamba, Cantón San Miguel, 

Provincia de Bolívar, en el lugar tomamos contacto con la señora IDA ADELA 

GLOOR LOPEZ, con C.C. 1705795670, de 58 años de edad, con número de 

teléfono perteneciente a la Parroquia Balsapamba, Cantón San Miguel, quien 

denunciaba lo siguiente: “Aproximadamente a los las 18H50 minutos mientras me 



5 
 

encontraba en mi domicilio recibo  una llamada telefónica de la señora JENNY 

MATRINEZ, diciendo que varios hombres habían saltado el muro de mi casa que 

tenga cuidado en ese momento cerré todas las puertas y me dirigí a mi cuarto 

donde tengo la alarma, encendiendo las mismas dejando aplastada por 4 minutos 

en eso avancé a ver la sombra de una persona en el primer piso que estaba cerca de 

mi carro, luego llegó mi empleado el señor KLEVER SOLIS, con la esposa y la 

hija, quien me ayudó a buscar a los alrededores de la casa si había alguna persona 

no encontrando a nadie inmediatamente verifiqué en mi domicilio si algo se habían 

sustraído constando que no se han robado nada”. En este lugar también se 

encontraban presentes los señores: MARTINEZ GARCIA LIDA JENNY de 36 

años de edad, y BONILLA PUCHA MAYCO FARAÓN, de 19 años de edad, 

quienes manifestaron que aproximadamente a las 18H00 se encontraba en su casa 

en eso observó a 4 vehículos: 3 autos y 1 camioneta de las cuales se bajaron 

alrededor de unas 10 personas y empezaron a caminar con dirección al castillo 

logrando observar las placa de 2 automóviles marca Chevrolet Corsa Evolution, el 

vehículo de color blanco (PBZ-7207) y el vehículo de color plomo (únicamente 

avanzó a ver las letras PPA), observando que estas personas se ingresaron por la 

pared al interior del inmueble de la señora ADELA GLOOR, por cuanto le 

llamaron por teléfono para que tome las precauciones respectivas cuando la señora 

en mención  activó la alarma estas personas bajan corriendo y salen huyendo en los 

4 vehículos; inmediatamente procedimos a reportar al ECU 911 ya la Central de 

Atención Ciudadana del Distrito San Miguel, con las características de los 4 

vehículos y las placas de 2 de ellos conformando un operativo policial con la 

finalidad de dar con el paradero de los mismos, acto seguido se procedió a 

verificar el inmueble de las señora Ida Adela Gloor López, donde nos percatamos 

que la en la parte exterior del cerramiento en la superficie de los predios de 

propiedad de la Sr. Gladys Alicia Gloor Mora se encontraba una maleta color 

negro-rosado, observando en el interior de la misma se encontraba un arma de 

fuego por lo que precedió a proteger este indicio y solicitar la presencia del 

Personal de Criminalística de Guaranda dejando en custodia al Sr. Policía 

Geovanny Yépez, trasladándonos con dirección Balsapamba-Las Guardias 

logrando visualizar el vehículo, Marca Chevrolet Corsa Evolutión, el vehículo de 

color blanco de Placas PBZ-7207, a unos metros pasando la cascada del chofer por 

lo que inmediatamente se logra neutralizar este vehículo con colaboración del 
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Móvil Balsapamba 2, por lo que se procedió a proteger este vehículo hasta que 

llegue personal de Criminalística a realizar la Fijación de Indicios, al momento que 

nos encontrábamos realizando un registro a los ocupantes nos percatamos de un 

vehículo, marca Chevrolet Corsa Evolution color pomo de placas PPA-6075,  al 

parecer con 4 ocupantes quiénes al notar nuestra presencia frenan y realizan un 

disparo acto seguido aceleran la marcha del vehículo saliendo a velocidad, por lo 

que se reportó de esta novedad al Ecu 9911 como a Central de Atención Ciudadana 

del Distrito San Miguel de Bolívar, siendo interceptado este vehículo a la altura de 

la Parroquia San Pablo por el señor Sbte. Andrés Coloma; Cbop. Jammes Tandazo 

y Policía Juan Velasco, por lo que se procedió a proteger este vehículo hasta que 

llegue personal de Criminalística a realizar la Fijación de Indicios;  las personas 

que iban a bordo del vehículo color blanco de placas PBZ-7207, responden a los 

nombres de MONTALVO JARRÍN EDGAR SEGUNDO, GILCES FRANCO JOSE 

GUILLERMO, COELLO LUNA ERIKA GABRIELA; la persona que conducía el 

vehículo, color plomo, responde a los nombres de WILBER EDUARDO IBARRA 

CHACHA, a quiénes con todos los hechos denunciados e investigaciones 

realizadas se procedió a la Aprehensión de las personas citadas en las líneas 

anteriores, no sin antes hacerles conocer sus Derechos Constitucionales, acto 

seguido fueron trasladados hasta el Hospital Básico San Miguel, en donde son 

atendidos por el Dr. Luis Salazar Médico General de dicha casa de salud, para 

posterior ser ingresados hasta el Centro de Privación de Libertad de Guaranda.  

2.2 Fundamentación teórica del caso 

Sección I 

Asociación ilícita desde la doctrina 

Teorías y paradigmas jurídicos que sustentan el estudio de caso. 

La puesta en escena de la nueva corriente jurídica latinoamericana y el Neo 

Constitucionalismo sobre el cual se fundamenta en buscar alcanzar indicadores y 

prototipos garantistas sobre los derechos de las personas para lo cual el Derecho 

Penal encuentra un limitante a sus facultades tanto coercitivas como punitivas 

sobre las personas que infrinjan la tipificación de conductas inapropiadas o 

prohibidas en el marco de la jurisdicción y competencia correspondiente de la 
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territorialidad en la cual el Código Orgánico Integral Penal debe ser aplicado, por 

cuanto para conocimiento general de quiénes se sirvan hacer buen uso de la 

presente investigación. 

Por lo tanto, desarrollaremos lo que comúnmente podría entender una 

contraposición legal en el ejercicio del derecho y la justicia, el positivismo y post 

positivismo son contrapuestos en escena y sopesados para determinar los 

beneficios que estos realicen sobre las personas objeto indispensable del derecho. 

Desde la perspectiva del más representativo tratadista del garantismo penal 

refiere sobre las actuaciones de oficio practicadas por los juzgadores de las causas 

como una vulneración a los principios de imparcialidad y dispositivo en el 

desarrollo de las causas por cuanto desde la normatividad debe coartarse las 

mencionadas prácticas antes habituales para “el respeto de la persona, el principio de 

la estricta legalidad penal, la rígida sujeción del juez a la ley y su separación de la parte 

acusadora.” (Ferrajoli, 2010, Garantismo Penal). 

Desde la exposición de motivos contenida en el COIP concuerda la necesidad de 

lo que en su momento de manera despectiva y con fuertes demostraciones de 

desconfianza popular en la administración de justicia ecuatoriana la ciudadanía en 

general y las necesidades legislativas necesitaron de modificaciones tanto sustanciales 

como estructurales. Con lo anteriormente descrito, pero que además dirige la crítica al 

ámbito académico e investigativo refiriendo qué 

Hay que sumar la crisis del sistema de educación superior y la carencia de 

investigaciones en todas las áreas del derecho penal y criminología. Todo esto ha 

dado como resultado un limitado desarrollo conceptual, teórico y técnico. 

(Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2014, COIP Actualización 

doctrinaria de la legislación penal) 

Ahora bien, resulta indispensable comenzar a manifestar lo concerniente al delito por 

asociación ilícita, que desde la perspectiva doctrinal e investigativa de manera 

mayoritaria los tratadistas coinciden en ciertas características al igual que diferentes 

legislaciones de habla hispana, determinando el mencionado delito como “el conjunto 

de personas que se organizan en torno de un objetivo común, que comprende la 

finalidad de cometer delitos” (Grisolía, 2004, p.75). Y que de manera lesiva se 

determina que es “un delito pluriofensivo, que afecta tanto el orden social del Estado 

como el regular ejercicio de la libertad de asociación” (Grisolía, 2004, p.75). 
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El hecho de personas asociándose para determinados fines es un derecho 

fundamental desarrollado tanto por Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos 

como por nuestra Constitución, porque responde al desarrollo personal de cada 

individuo en virtud de su dignidad humana, lógicamente para fines loables, recordando 

siempre que cada persona debe propender actuaciones que promuevan el interés general, 

anteponiendo su propio interés particular (Asamblea Nacional de la República del 

Ecuador, 2008, CRE Art.83 núm.7) desarrollándose como un deber ciudadano, 

convirtiendo por lo tanto al acuerdo punitivo de actividades ilícitas en sujetos de 

reproche penal del Art. 370 del COIP y por cuánto merecedor de una sanción o pena por 

la transgresión deliberada y consensuada por un mínimo de dos personas. 

Sección II  

Evolución del delito por asociación ilícita. 

Desde los primeros signos de civilización y evolución humana la convivencia social 

resultó indispensable para la sobrevivencia de la especie, en virtud de su debilidad física 

frente a factores externos en virtud de la conformación anatómica del ser humano, tanto 

así que para la subsistencia en recolección o cacería de alimentos únicamente la 

asociación de personas permitió el desarrollo humano. 

 Con los grupos de personas direccionados al mejoramiento de las condiciones y 

protección de sus individuos, el ser humano empezó a constituir sociedades con 

identidad y rasgos culturales propios entre valores tanto positivos como negativos, 

necesitando cada vez más generar mecanismos efectivos al momento de protegerse 

tanto de manera individual como colectiva, dando paso al derecho y la Civilización 

Romana como aquella que profundizó más en el desarrollo de ordenamientos legales. 

La asociación como figura positiva además de ser un derecho se constituye también en 

la obligación de las personas en propender a objetivos y fines de bienestar colectivo, por 

lo tanto “En el derecho romano, el hecho de pertenecer a asociaciones no autorizadas 

era castigado como crime extraordinarius y si se atentaba contra la cosa pública se 

consideraba como delito de lesa majestad.” (Grisolía, 2004, p.76) De esta manera se 

logra justificar la necesidad de judicializar las conductas delictivas en grupos de 

personas que realizan o concuerdan ejecutar actos delictivos. 

En el 2019, Alarcón et. al. Dijeron que: 
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El antecedente histórico de este tipo penal se lo tiene en los artículos 322 y 323 

del Código Penal Belga de 1863, con raigambre en el Código Francés de 1810 

del cual toma también parte de nuestra legislación, reformado en 1832 y en 

1834. (p. 1513) 

En el ordenamiento jurídico ecuatoriano las modificaciones símiles al delito referido 

sobre las personas naturales no ha conllevado mayores modificaciones en el desarrollo 

evolutivo de la normativa penal, destacando que la tendencia corruptiva de las o los 

funcionarios públicos, que constituyen un problema de carácter universal no solamente 

local, por cuanto las organizaciones a las cuales el Estado ecuatoriano se encuentra 

suscrito y ratificado concordaron en determinar políticas y medidas afirmativas que 

puedan coartar tanto actividades como asociaciones direccionadas a cometer ilícitos 

ejerciendo potestades públicas: 

En marzo de 1996 en la OEA, se organizó la Convención Interamericana contra 

la Corrupción cuyos estados miembros acordaron establecer mecanismos y 

medidas para asegurar la eficacia de las medidas y acciones para prevenir, 

detecta, sancionar y erradicar los actos de corrupción en el ejercicio de las 

funciones públicas. Posteriormente se celebró en diciembre de 2005, la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (eltelégrafo, citado por 

Alarcón et. al, 2019, p. 1520) 

Como queda descrito en la correspondiente cita, la comisión del delito objeto del 

estudio investigativo no solamente corresponde a la imputación de la asociación ilícita 

para personas naturales sino también para trabajadores del sector público los cuales 

pueden llegar a concurrir en lo descrito por el tipo penal de la legislación nacional y 

especialmente sobre lo competente a la naturaleza laboral de las personas en contra de 

quiénes fueron formulados los cargos, pues ninguno de ellos tenían actividades 

dependientes de las funciones del Estado ecuatoriano y su forma de vida fue justificada 

mediante actividades mercantiles y económicas puramente privadas. 

Únicamente para fines ilustrativos se enuncia y describe a continuación la 

relación jurídica entre asociación ilícita y corrupción de funcionarios públicos mediante 

el delito tipificado en el Art. 370 del COIP. 

Tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos y ordenamiento     

jurídico interno. 

El Estado ecuatoriano se suscribió en la misma fecha en que se realizó la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos el 22 de noviembre de 1969 y posteriormente la 

ratificó el 21 de octubre de 1977, para su entrada en vigencia desde el 27 de octubre del 
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mismo año, reconociendo de esta manera de pleno derecho y sin necesidad de 

convención especial la competencia de Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

sujetos y de conocimiento pleno de lo contenido y descrito en la redacción de la 

mencionada Convención o Pacto de San José. (Organización de Estados Americanos, 

2014, Información General del Tratado: B-32) 

Desde la entrada en vigencia de la última Constitución ecuatoriana, los cambios 

de denominaciones y figuras jurídicas exigió que su ordenamiento jurídico interno se 

armonice con los Derechos humanos, considerando la obligatoriedad que el Estado 

tiene de manera vinculante para cumplir y adherirse a lo dispuesto por los instrumentos 

internacionales de los cuales forma parte. 

De manera reiterada durante el desarrollo de sus preceptos jurídicos se pondera 

y configura la necesidad de cumplimiento, es el caso del Art. 3 en su primer numeral 

como una obligación estatal de garantía; en el Art.11 en su núm. 3 la aplicabilidad 

directa de derechos y garantías, núm. 7 el reconocimiento de garantías y derechos; Art. 

83 en su núm. 5 el deber ciudadano de respetar y precautelar su cumplimiento; Art. 84 

obligación de adecuación del ordenamiento jurídico interno; Art. 172 para el ejercicio 

de la jurisdicción y competencia de las y los servidores públicos de la Función Judicial 

y su cumplimiento irrestricto; Art. 417 cláusula abierta; Art. 424 criterio de 

favorabilidad y Art. 426 aplicabilidad y cumplimiento inmediato. (Asamblea Nacional 

de la República del Ecuador, 2008, CRE) 

Además de lo dispuesto por la Constitución de la República del Ecuador, 

también el Código Orgánico de la Función Judicial que regula la práctica del derecho 

en el Estado manifiesta y desarrolla en sus considerandos el conjunto de Instrumentos 

Internacionales vigentes, disponiendo qué 

Que, las normas constitucionales mencionadas, a su vez, incorporan los 

estándares internacionales de derechos humanos y Administración de Justicia, 

determinados especialmente en Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención 

Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 

Racial, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos del Niño, la 

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, los Principios Rectores de los 

Desplazamientos Internos, la Convención sobre la Protección de los Derechos 

de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares, el Convenio 169 sobre 

Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, la Declaración de las 

Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, la Convención 
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sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, la Declaración 

Americana sobre los Derechos del Hombre, la Convención Interamericana 

sobre Derechos Humanos o "Pacto de San José", el Protocolo adicional a la 

convención americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales o "Protocolo de San Salvador", la 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y erradicar la Violencia 

contra la Mujer o "Convención de Belem Do Para", la Convención 

Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación 

contra las Personas con Discapacidad; las declaraciones, resoluciones, 

sentencias observaciones e informes de los comités, cortes comisiones de los 

sistemas de protección internacional de derechos humanos; y las legislaciones 

comparadas; (Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2008, COFJ, 

Considerando) 

Por lo tanto, al igual que regirnos desde la normativa penal vigente a través del Código 

Orgánico Integral Penal debe considerarse lo que determina el Art 16 sobre la libertad 

de asociación en la Convención Americana sobre Derechos humanos cuando describe  

2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas 

por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la 

seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la 

salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás. 

3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones legales, 

y aun la privación del ejercicio del derecho de asociación, a los miembros de las 

fuerzas armadas y de la policía. (Organización de Estados Americanos, 2014, 

Convención Americana de Derechos Humanos) 

Disipando cualquier tipo de duda que pueda existir sobre si los Estados miembros 

pueden o no regular sus ordenamientos para imputar conductas que atenten y vulneren 

los derechos consagrados en la Constitución o la Ley, respetando la reserva de ley en 

materia penal. 

Constitución de la República del Ecuador y Código Orgánico Integral Penal. 

El Estado ecuatoriano presenta peculiaridades imposibles de inobservar al 

momento de hacer uso y practicar el Derecho por y para las personas tanto como 

de la Función Judicial en su irrestricta sujeción al principio de Indubio Pro Reo 

como para los sujetos procesales, además del mismo garantismo penal introducido 

al ejercicio del derecho penal en la legislación ecuatoriana. 

La sujeción del Código Orgánico Integral Penal a lo dispuesto por la 

Constitución de la República del Ecuador está determinada tanto en los artículos: 

424 que institucionaliza su supremacía jerárquica incontrovertible; el 425 con el 
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orden jerárquico de las leyes; sin dejar de lado lo dispuesto por el 426 en toda su 

integridad: 

Todas las personas, autoridades e instituciones están sujetas a la Constitución. 

Las juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores 

públicos, aplicarán directamente las normas constitucionales y las previstas en 

los instrumentos internacionales de derechos humanos siempre que sean más 

favorables a las establecidas en la Constitución, aunque las partes no las 

invoquen expresamente. 

Los derechos consagrados en la Constitución y los instrumentos internacionales 

de derechos humanos serán de inmediato cumplimiento y aplicación. No podrá 

alegarse falta de ley o desconocimiento de las normas para justificar la 

vulneración de los derechos y garantías establecidos en la Constitución, para 

desechar la acción interpuesta en su defensa, ni para negar el reconocimiento de 

tales derechos. (Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2008, CRE 

Título IX Supremacía Constitucional) 

Mientras que en el COIP en su Exposición de Motivos determina que “las disposiciones 

constitucionales no requieren la intermediación de la ley para que sean aplicables 

directamente por los jueces” (Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2014, 

COIP Imperativo constitucional) y en concordancia a lo citado “el derecho penal debe 

determinar los límites para no caer en la venganza privada, ni en la impunidad” 

(Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2014, COIP Imperativo 

constitucional) conduciendo y consolidando la supremacía constitucional en toda su 

amplitud. 

Desde lo anteriormente descrito y como ya se mencionó en el imperativo 

constitucional se consagra en el artículo 66 en su núm. 13 “El derecho a asociarse, 

reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria.” (Asamblea Nacional de la 

República del Ecuador, 2008, CRE Capítulo sexto Derechos de libertad). Así protege y 

garantiza la asociación entre personas protegidas en su disposición, por cuanto cabe 

recordar lo manifestado por la CADH en su art. 16 que al igual que protege y exige a 

sus Estados miembros, permite dentro de la reserva de ley para la materia penal regular 

y de ser el caso criminalizar las conductas que afecten la normalidad y buen orden 

social desde el ámbito general y colectivo – hasta la individualidad de cada persona que 

pueden ser objeto de delitos por la delictividad de los fines y objetivos de las 

asociaciones ilícitas, por cuanto resulta indispensable su tipificación y sanción 

correspondiente. 
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Derechos: Al Debido Proceso y a la Tutela Judicial Efectiva y Adecuada. 

Lo enunciado corresponde a los preceptos constitucionales de los artículos 76 y 75, 

consecuentemente la intención de incluir el derecho al debido proceso antes que al 

de tutela judicial tiene un propósito, el cual se fundamenta en que considerar en 

primer lugar, en el debido proceso es el análisis indispensable para verificar si 

verdaderamente a la persona sujeta a un proceso penal le asistió realmente una 

tutela judicial tanto efectiva como adecuada como dos adjetivos que tienen un 

amplio espectro de análisis y desarrollo. 

Por cuanto, para la defensa técnica entendiéndose que la ejercerá un 

profesional y conocedor del derecho, deberá garantizar y precautelar en todo 

momento los intereses de su patrocinado por el deber ciudadano como dispone el 

83: núm. 7 y al mismo tiempo la ética profesional núm. 12 que tanto la doctrina y 

literatura jurídica en conjunto con los ordenamientos jurídicos buscan garantizar y 

precautelar para la buena práctica de las leyes y la justicia, ante la necesidad de las 

personas en el desarrollo de un proceso penal donde los principios, derechos y 

garantías se encuentran en riesgo. 

Cabe también destacar que las normas pertinentes para el control de las y 

los abogados en el Ecuador, se encuentran desarrollados desde la Constitución de 

la República, como en los Códigos Orgánicos: de la Función Judicial (en todas las 

materias), e Integral Penal, para el caso en tratamiento. 

Asociación Ilícita en la Justicia ecuatoriana. 

Al referirnos a la criminalidad y a la posibilidad de las personas para incurrir en 

las mismas, el derecho penal como el mecanismo judicial mediante el cual se llega 

a restringir la titularidad de determinados derechos a las personas resulta un factor 

insuficiente, entrando en escena la necesidad de políticas públicas que la Función 

Ejecutiva del Estado ecuatoriano debe atender e impartir en su ciudadanía, 

determinando que el referido delito se encuentra 

[…] dentro de la clasificación de los delitos contra la seguridad pública; 

empero, al mismo tiempo, afecta también al derecho constitucional de 

asociación; por su ejercicio abusivo, no cabe duda que el delito de 

asociación ilícita es un delito pluriofensivo que afecta tanto el orden social 
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del Estado como el regular ejercicio de la libertad de asociación. (Alarcón 

et. al., 2019, p. 1511)  

En el respectivo análisis de las características del delito en la justicia penal 

ecuatoriana, se toma como referencia lo descrito por los autores antes 

mencionados, cuando determinan que 

a) Este delito en nuestra legislación penal se encuentra tipificado como un 

delito autónomo el cual no se lo puede desvincular con la delincuencia 

organizada. 

b) Los miembros de esta asociación responderán por los delitos que han 

actuado. 

c) Para cometer este delito debe haber un líder que esté reconocido entre 

sus miembros que trabaje coordinadamente para cumplir los objetivos de 

la asociación ilícita. 

d) […] es un delito doloso porque sus integrantes se asociación para 

cometer una infracción y se organiza de acuerdo a lo que establece la 

normativa jurídica. 

e) Se trata de una organización o agrupación conformada de dos o más 

personas. 

f) Tienen un carácter estable por un tiempo indefinido. 

g) Se reparten funciones de manera concertada y coordinada. 

h) Esta asociación va a tener como finalidad cometer delitos, y a llevar a 

cabo la perpetración reiterada de faltas. (Alarcón et. al., 2019, p. 1516) 

Ante lo cual únicamente centraremos la discrepancia sobre el punto de la 

característica a) ya que la vigencia misma del COIP buscó determinar como 

autónomos los delitos para evitar dilaciones investigativas y procedimentales como 

los asuntos de prejudicialidad, y teniendo claro refiriéndonos tanto a la asociación 

ilícita como la delincuencia organizada, que son delitos con similitudes 

aparentemente. Por la tipificación de los mismos en delitos distintos, deslinda una 

dependencia entre uno y otro, con más de doscientos años de desarrollo en el 

exhaustivo análisis académico, tanto como en la práctica legal y jurisprudencial de 

todo el mundo se concluye de manera simple en el ámbito teórico que la diferencia 

puntual es que la delincuencia organizada tiene una característica de 

direccionamiento operacional, más de la operación y cooperación en los actos.   
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Sección III 

Jurisprudencia Ecuatoriana 

Delimitación Conceptual de la Acción Penal Pública. 

El COIP lo determina en su “Art. 409.- Acción penal. - La acción penal es de carácter 

público.” (Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2014, Título II Acción 

Penal) por cuanto responde al imperio de la norma y a priori la necesidad de 

coercitividad para garantía de justicia en las personas que componen el entramado 

y complejo sistema de gobierno que determina a los ecuatorianos como los 

mandantes por cuanto la primera expresión de la soberanía institucionalizada. 

El artículo anterior debe ser comprendido en conjunto con lo dispuesto a 

continuación en su siguiente precepto 

Art. 410.- Ejercicio de la acción.- El ejercicio de la acción penal es público y 

privado. 

El ejercicio público de la acción corresponde a la Fiscalía, sin necesidad de 

denuncia previa. 

El ejercicio privado de la acción penal corresponde únicamente a la víctima, 

mediante querella. (Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2014, 

COIP Título II Acción Penal) 

Aquí se describe que en virtud del imperio de la Ley y un Estado garantista de 

derechos los delitos que atentan directamente la normalidad y buena convivencia 

social altera o lesiona las mismas funciones y bienestar del pueblo, por caunto 

necesitan de intervención; al mismo tiempo que en vías de un derecho penal 

garantista, el proteccionismo estatal hasta un cierto punto demasiado 

intervencionista en los intereses privados y particulares de las víctimas no 

desestima la posibilidad de que cada individuo que considere ser objeto de 

vulneración de sus derechos o garantías reflejados en la normativa penal puedan 

acceder a la justicia que les asista mediante el sistema judicial nacional mediante 

la acción privada como víctima 

Art. 415.- Ejercicio privado de la acción penal.- Procede el ejercicio privado de 

la acción en los siguientes delitos: 

1. Calumnia 

2. Usurpación 

3. Estupro 

4. Lesiones que generen incapacidad o enfermedad de hasta treinta días, con 

excepción de los casos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo 

familiar y delitos de tránsito. 
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5. Delitos contra animales que forman parte del ámbito para el manejo de la 

fauna urbana. (Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2014, COIP 

Título II Acción Penal) 

De las Infracciones en Particular. 

El presente delito se encuentra comprendido dentro del Libro I, en su Título IV 

Infracciones en Particular, Capítulo VII Terrorismo y su Financiación. 

A lo cual realizo la correspondiente observación ya que el ilícito mencionado 

presenta características mucho más compatibles con los deberes ciudadanos 

infringidos en particular por personas que en virtud de lo dispuesto en la CRE lo 

vulneran, por lo tanto, los bienes jurídicos que infringen recaerían en los Delitos 

Contra la Responsabilidad Ciudadana en el Capítulo V del mismo libro y Título 

del COIP. 

Asociación Ilícita. 

El delito por asociación ilícita en el Ecuador se encuentra dispuesto en el COIP  en 

su 

Art. 370.- Asociación Ilícita. - Cuando dos o más personas se asocien con el fin 

de cometer delitos, sancionados con pena privativa de libertad de menos de 

cinco años, cada una de ellas será sancionada, por el solo hecho de la asociación, 

con pena privativa de libertad de tres a cinco años. (Asamblea Nacional de la 

República del Ecuador, 2014, COIP) 

Por cuanto en la descripción del tipo penal y la proporcionalidad de la pena 

impuesta por los legisladores, en concordancia mayoritaria y una discrepancia 

menor del análisis en sus características de la investigación “Estudio jurídico 

dogmático del delito de asociación ilícita en la legislación penal ecuatoriana” 

(Alarcón et. al., 2019, p. Sección portada). Se debe enfatizar el sentido doloso del 

crimen por parte de sus participantes y con una importancia aún mayor en la 

conformación de sus integrantes con el objetivo y fin de delinquir.  

Teniendo muy en claro la distinción entre las figuras delictivas de los artículos: 

369 y 370 del COIP desde la perspectiva que la asociación ilícita tiene un 

funcionamiento comunitario e igualitario en las participaciones de sus integrantes por el 

hecho de compartir una ideología o ideologías y motivaciones tendientes a operaciones 

al margen de la ley en la que con o sin cabecillas (líderes aparentes) el delito dista 

mucho de la delincuencia organizada por la estructuración administrativa y direccional 
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que en la segunda se determina en una estructuración vertical con una participación más 

del tipo intelectual o planificación de los actos irregulares. 

También existe más allá de una aparente unidad entre sus participantes y 

miembros, la asociación ilícita tiene entre sus fundamentos una estabilidad operacional 

permanente, por lo tanto, el tipo penal describe “el solo hecho de la asociación” 

(Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2014, COIP Art. 370) como 

punible por el pleno conocimiento y capacidad de sus miembros para actuar con 

motivaciones y convicciones que vulneran la normatividad con sus actos. 

Víctima, Persona Procesada y Sentencia. 

En el caso en concreto y objeto de la presente investigación, como se describió con 

anterioridad, la víctima no presentó acusación particular en virtud de que no 

existió pérdidas materiales entre sus bienes ni afectaciones en los mismo dentro del 

inmueble que fue objeto de perpetración sin autorización de sus propietarios.  

 Para referirnos a las personas procesadas del caso, se debe mencionar que 

entre los indicios recopilados en las escenas importantes de la presunta comisión 

del ilícito hubo un error interpretativo de los presupuestos para la prisión 

preventiva, como factor medular en el procedimiento penal descrito.  

En el INFORME DE RECONOCIMIENTO DEL LUGAR N° 57 SP J-SM. 

suscrito por el Cabo Primero de Policía Jammes Tandazo Peña, Agente 

Investigador de la Policía Judicial de San Miguel de Bolívar, legalmente 

acreditado por la Fiscalía, presenta en el punto 4. – RECONOCIMIENTO DEL 

LUGAR DE LOS HECHOS en LUGAR que describe como INSTANCIA UNO: 

Al costado derecho de la vía Balzapamba el Torneado, específicamente en 

el Recinto San Vicente ubicamos el inmueble conocido como Castillo de 

propiedad de la señora IDA ADELA GLOOR LOPEZ, dicho inmueble 

consta con un cerramiento de cemento armado y malla a su contorno, donde 

se procedió a verificar apreciando que en la unión del cerramiento de 

cemento armado con el cerramiento de malla, se encuentra una parte de la 

malla aplastada y con huellas de lodo en su parte superior, lugar por donde 

se conoce que presumiblemente ingresaron los infractores de la ley por este 

lugar a la propiedad de la señora IDA ADELA GLOOR LOPEZ, a la altura 

de esta unión del cerramiento a unos 2 metros de distancia en terrenos de la 

señora GLADYS ALICIA GLOOR MORA lugar en el cual personal policial 

encuentra en la superficie, a la altura de una mata de plátano una arma de 

fuego (revólver), materia de esta investigación; de este lugar donde se 
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habría encontrado el arma con dirección a la carretera principal el torneado 

existe una distancia de unos 15 metros aproximadamente, donde en el 

trayecto de la misma se observa varias plantas de plátano caídas y huellas 

de talado en la superficie presumiendo que por este lugar salieron los 

infractores de la ley, de este lugar a unos 50 metros de distancia ubicamos 

el inmueble donde habitan los señores MARTINEZ GARCIA LIDA JENNY 

y BONILLA PUCHA MAYCO FARAÓN. (Parte No: PJUCP11078471, 

2017, Sección a fojas 38-43) 

Como describe el citado informe pericial, materialmente existe una evidencia que 

infringe la normativa penal por la irrupción y violación en una propiedad ajena que 

se encuentra tipificada en el COIP su Art. 181. – Violación de propiedad privada, o 

en su defecto el Art. 204.- Daño al bien ajeno, por la narración del aparente 

ingreso por la malla aplastada y manchas de lodo, además de la constatación de un 

arma de fuego que permitiría la presunción de una vulneración a lo descrito en el 

Art. 360.- Tenencia y porte de armas, aunque la indeterminación de una persona 

como portadora de la misma recaería en un presunción de culpabilidad infundada, 

motivo mismo que en el presente caso repercute al momento de la audiencia de 

calificación de flagrancia. 

Para el 13 de junio del 2017, al día siguiente de la aprehensión de los 

presuntos sospechosos por asociación ilícita se dio inicio a la mencionada 

audiencia que se desarrolló desde las 18:00 horas hasta las 19:30, en la cual 

participaron los elementos policiales GABRIEL HUMBERTO PAREDES 

GAVILANEZ y ANDRÉS EDUARDO COLOMA MORETA; el primero de ellos 

menciona la narrativa expuesta por los pobladores de la localidad que comunicaron 

a las autoridades el ingreso irregular de particulares sin autorización al inmueble 

objeto de la investigación fiscal como una narración propia y en la cual estuvo 

presente (una actuación totalmente fantástica) y el segundo menciona la 

preocupación generada por el descubrimiento del arma de fuego encontrada en las 

afueras del inmueble siniestrado.  

Los dos elementos de la fuerza pública participan en la audiencia a petición 

del fiscal a cargo y como titular de la acción penal pública solicita a la juzgadora 

determinar la prisión preventiva sobre los sospechosos, inclusive de la fecha y hora 

para desarrollar la audiencia de juicio, desestimando los arraigos presentados por 

el abogado defensor de los presuntos delincuentes por la aparente peligrosidad de 
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los individuos en sus antecedentes penales, dejando completamente de lado la mera 

referencia que representa el parte policial en las actividades delictivas. 

Por cuanto ante la premura que la flagrancia representa la juzgadora de la localidad 

determina que 

RESOLUCIÓN.- UNA VEZ UE HAN SIDO ESCUCHADAS LOS 

SUJETOS PROCESALES SE CALIFICA DE FLAGRANTES EL HECHO 

Y LEGAL LA APREHENSIÓN DE LOS SEÑORES COELLO LUNA 

ERIKA GABRIELA […]; GILCES FRANCO JOSE GUILLERMO […]; 

IBARRA CHACHA WILBER EDUARDO […] Y MOLTALVO JARRIN 

EDGAR SEGUNDO […] UNA VEZ QUE FISCALÍA HA FORMULADO 

CARGOS EN CONTRA DE LOS SEÑORES […] CUMPLO CON MI 

DEBER DE NOTIFICAR CON EL INICIO DE INSTRUCCIÓN FISCAL.- 

EN CUANTO A LA MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA 

ESTA AUTORIDAD CONSIDERA QUE SE HA CUMPLIDO CON 

TODOS LOS REQUISITOS PARA DICTAR DICHA MEDIDA SE DICTA 

PRISIÓN PREVENTIVA EN CONTRA DE LOS SEÑORES […] ESTA 

AUTORIDAD FIJA PARA EL DIA 23 DE JUNIO DEL 2017 A LAS 

09H00 PARA QUE SE LLEVE A EFECTO LA AUDIENCIA DE 

PROCEDIMIENTO DIRECTO DENTRO DE LA PRESENTE CAUSA.- 

LAS PARTES QUEDAN NOTIFICADAS EN FORMA PERSONAL CON 

LO RESUELTO EN DICHA AUDIENCIA. (Unidad Judicial 

Multicompetente del Cantón San Miguel de Bolívar, 2017, Acta resumen a 

fojas 143)  

 

Para la fecha del 20 de Junio del 2017, los abogados particulares de la defensa de 

los sospechosos, solicitan se practique la pericia de comparación de huellas 

dactilares (fojas 165) en el arma de fuego constante y recolectado como evidencia, 

pericia que en la audiencia de juicio conllevará un papel protagónico.  

  Para la audiencia de juicio, mediante la perica antes descrita y los 

resultados de la misma que evidenciaron una persona totalmente distinta a los 

procesados y que incluso no se demostró de ninguna manera estar presente en lugar 

del hecho, y por parte de fiscalía con acusaciones carentes de soporte probatorio, 

como es normal se resolvió levantar las órdenes de privación de libertad adoptadas 

como medida cautelar para la comparecencia al proceso, de los presuntos 

culpables, evidenció aún más la mala práctica desarrollada tanto por el fiscal como 

por la juzgadora en la audiencia de calificación de flagrancia al solicitar y 

determinar correspondientemente la mencionada medida sobre los procesados. 
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En virtud del año en el que se desarrolló el proceso materia de la presente 

investigación, se considera lo dispuesto por el COIP anterior a sus actuales 

reformas 

Art. 534.- Finalidad y requisitos. - para garantizar la comparecencia de la 

persona procesada al proceso y el cumplimiento de la pena, la o el fiscal 

podrá solicitar a la o el juzgador de manera fundamentada, que ordene la 

prisión preventiva, siempre que concurran los siguientes requisitos:  

1. Elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un delito de 

ejercicio público de la acción. 

2. Elementos de convicción claros y precisos de que la o el procesado es 

autor o cómplice de la infracción. 

3. Indicios de los cuales se desprenda que las medidas cautelares no 

privativas de la libertad son insuficientes y que es necesaria la prisión 

preventiva para asegurar su presencia en el juicio o el cumplimiento de 

la pena. 

4. Que se trate de una infracción sancionada con pena privativa de libertad 

superior a un año. 

De ser el caso, la o el juzgador para resolver sobre la prisión preventiva 

deberá tener en consideración si la o el procesado incumplió una medida 

alternativa a la prisión preventiva otorgada con anterioridad. (Asamblea 

Nacional de la República del Ecuador, 2014, COIP Sección de Medidas 

Cautelares Parágrafo 3) 

Con la última reforma del COIP se incluyó entre el cuarto numeral y su inciso final 

“En los requisitos descritos en los números 1 y 2, el parte policial no constituye ningún 

elemento de convicción ni será fundamento para solicitar o conceder la prisión 

preventiva. El parte policial es exclusivamente referencial.” (Asamblea Nacional de la 

República del Ecuador, 2014, Medidas Cautelares Parágrafo 3 Actualizado). 

Demostrándose de sobremanera que la decisión judicial adoptada por la 

juzgadora en el presente caso fue una extralimitación incluso con el artículo 

anterior, pues sin necesidad de reforma, los testigos que relataron los hechos 

simplemente no eran testigos presenciales y los pobladores que estuvieron en la 

hora y lugar del hecho no pudieron reconocer a las personas sospechosas al 

momento de la flagrancia como quienes ingresaron al bien inmueble por la 

distancia que existía entre ellos. 
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Preguntas de investigación 

a) ¿Conoce el Delito de Asociación Ilícita? 

b) ¿Conoce el Delito de Delincuencia Organizada? 

c) ¿Conoce la diferencia entre Asociación Ilícita y Delincuencia Organizada? 

d) ¿Existe responsabilidad administrativa sobre los funcionarios públicos que 

inobserven u omitan sus obligaciones de tramitación? 

e) ¿Sabe de qué se trata la tentativa en materia Penal? 

f) ¿Usted conoce sobre las causales que atenúan la pena? 

g) ¿Cree usted que en los procedimientos penales siempre se respeta el debido 

proceso? 
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CAPÍTULO III 

DESCRIPCIÓN DEL TRABAJO REALIZADO 

Redacción del Cuerpo del estudio de caso 

 Ámbito de estudio 

El presente trabajo de investigación jurídica es de carácter cualitativo en virtud de las 

disposiciones adoptadas y expedidas por las instituciones y autoridades a cargo de la 

educación superior en el Ecuador por motivos del estado de pandemia mundial a 

consecuencia del virus SARS-CoV-2 denominado COVID-19, que restringe la libre 

movilidad de las personas para efectos de garantizar la salud de la ciudadanía en 

general.  

De esta manera surge la idea de conocer los factores, criterios, fundamentos, 

principios y normativa legal inmersos en la problemática penal tanto de la asociación 

ilícita como de la determinación de prisión preventiva para fines de protección en el 

procedimiento penal, llegando a plantear la interrogante ¿cómo afecta la mala práctica 

procesal y decisiones judiciales en el desarrollo de la justicia penal ecuatoriana? 

Para dar solución al cuestionamiento descrito se ha determinado el recurso 

imperativo de la investigación teórica dogmática del derecho en el Ecuador, incluyendo 

las implicaciones de su responsabilidad con su instrumentos internacionales de 

Derechos Humanos a los cuales se encuentra suscrito y ratificado, siendo el objeto de 

estudio principal la figura delictiva por asociación ilícita, el derecho de libertad de 

asociación y la mala práctica procesal penal por parte de la Fiscalía y la Unidad Judicial. 

Además de lo descrito, cabe destacar la importancia complementaria de 

determinar los recursos implementados: 

Tipo de Investigación 

Investigación Descriptiva. - Este tipo de investigación, permite describir, estudiar o 

analizar la realidad presente, en cuanto a personas, hechos, situaciones, etc. 

Diferenciándose de otros tipos de investigaciones ya que realiza su estudio sin 

alterar o manipular ninguna de sus variables. 
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Investigación Histórica. - Las investigaciones históricas permiten conocer y 

reflexionar sobre un fenómeno, considerando resaltar los conceptos e hipótesis y la 

comprensión de las relaciones de la Historia con el Tiempo, con la memoria o con el 

Espacio. 

 Por cuanto permite describir o analizar lo que fue, en virtud de esos hechos, 

ideas, situaciones, personas y más, dependiendo del objeto de investigación. 

Investigación Bibliográfica. - Es la que permite regirse desde el recurso documental de 

datos, recibiendo o manejándolos desde diferentes fuentes como otras investigaciones, 

revistas, libros y más resultados que aporten información real. 

En las evidencias se realizó de una manera descriptiva, la misma que se 

fundamentó en examinar, categorizar o relacionar toda la información recogida, 

confrontándola de manera directa con los propósitos de la investigación.   

Considerando también, el Análisis documental de normativa interna y externa, 

jurisprudencia y doctrina; utilizando y especificando las fuentes de información donde 

se pudo obtener los datos de la evidencia requerida la Normativa legal. 

Nivel de Investigación 

El nivel correspondiente al presente trabajo investigativo por su naturaleza cualitativa 

corresponde al Exploratorio por su carácter bibliográfico en el recurso tanto de literatura 

jurídica como doctrina y dogmática a la cual se sujeta el ejercicio y desarrollo evolutivo 

del derecho y sus normativas; es también de Descriptivo, por el conjunto de 

interrogantes que conlleva la problemática tanto planteada como suscitada al momento 

de la controversia jurídico – penal del caso en concreto materia del estudio y análisis de 

caso; y Explicativa, pues desarrolla la causalidad con la que tanto los planteamientos 

como los sucesos son desarrollados desde diferentes aristas como los planteamientos de: 

¿Por qué? ¿Cómo? ¿Cuándo? ¿Dónde? ¿Qué? En fin, toda cuestión que dependa o se 

relacione a la causal de hechos y explicaciones tanto históricas como narrativas. 

 Métodos de investigación 

Método Científico. - Es el conjunto de procedimientos lógicos y sistematizados, que 

permite establecer conocimientos precisos y confiables en la investigación, los cuales 

serán la base fundamental para alcanzar el objetivo. 
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La Metodología realizada es la de Estudio o Análisis de Casos que permite implementar 

el conjunto de conceptos de carácter teórico, dogmático y normativo a un caso en 

concreto, por cuanto se constituye en un método didáctico de aprendizaje y práctica 

académica direccionada a la adaptación del egresado de tercer nivel acoplarse al 

engranaje laboral del ejercicio del derecho en sus distintas áreas y posibilidades. 

 Diseño de la investigación 

El trabajo investigativo desarrollado contiene un diseño teórico – dogmático y jurídico 

en virtud de las fuentes de informaciones recurridas en su desarrollo, manifestadas en 

las explicaciones vertidas desde diferentes fuentes como son: 

Bibliográficas. - Responden tanto a tratadistas, investigadores, catedráticos y autores 

del derecho, la jurisprudencia y las Ciencias Sociales en general que como es de 

conocimiento general, la influencia que las políticas públicas infieren en el desarrollo 

progresivo y evolutivo del derecho coadyuvan a un mejoramiento de las condiciones 

tanto individuales como sociales en las sociedades y sus Estados. 

Jurídica. - Porque contiene y desarrolla tanto los cuerpos normativos como sus 

respectivas estructuraciones y de manera puntual los articulados para la concreción de 

su aplicación. Considerando tanto el ordenamiento Jurídico Interno ecuatoriano como 

los Instrumentos Internacionales de derecho, que, por lo dispuesto en nuestra Carta 

Magna, no podríamos referirnos a un dualismo jurídico armónico, sino más bien a un 

monismo por la sustantividad incorporada desde el criterio valorativo de la 

favorabilidad en derechos humanos. 

Obteniendo por lo tanto un conjunto coherente y concordante para la efectiva aplicación 

de las fuentes del derecho como la misma vigencia de los cuerpos normativos en lo que 

el Estado ecuatoriano comprende en su materialidad y territorialidad jurídica.  
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CAPÍTULO IV  

RESULTADOS 

4.1 Resultados de la investigación realizada 

Con la presente investigación se ha logrado evidenciar una pésima práctica en el 

ejercicio investigativo por parte de Fiscalía en el cual el fiscal olvida por completo su 

obligación objetiva de cumplimiento y ejercicio de funciones en la cual la acusación 

está sujeta a la de instrucción tanto de derechos como de garantías para las personas que 

se constituyen en sujetos procesales. El referirse a la recopilación de elementos de cargo 

y descargo vulnera la imparcialidad y el principio de igualdad para las partes, por 

cuanto la falta de objetividad en del ejercicio profesional del derecho ecuatoriano es un 

problema tanto público como privado. 

El COIP como se describió anteriormente, desarrollaba la justificación coherente 

de circunstancias aplicables de la prisión preventiva mediante su finalidad y 

justificación como al igual que el derecho penal un medida extraordinaria y de última 

ratio, por cuanto injustificable el mal ejercicio de su adopción en virtud de los 

numerales 1 y 2 lo cual se constituye en una extralimitación, uso excesivo de la norma o 

inclusive una desviación del poder, lo cual vulnera directamente los derechos 

fundamentales de imparcialidad, objetividad e igualdad de cada persona. 

Insistiendo en lo concerniente a la prisión preventiva, la misma se había buscado 

justifica por vestigios, indicios y evidencias que permitan presumir o de manera real la 

responsabilidad de un acto, hecho o resultado lesivo. Cuando se evidencia un ingreso 

indebido a una propiedad privado sin la autorización de su propietario, la realización de 

un reconocimiento del lugar de los hechos y una inspección ocular técnica que no 

viabilizaban la demostración de un hecho que deja indicios de carácter residual como 

huellas de zapatos o dactilares sobre objetos materiales como fue descrito en la escena 

del presunto ilícito, lo cual incluso vierte más inseguridad e irregularidad sobre la 

actuación fiscal y judicial ya que se formula cargos sobre una conjetura sobre el tipo 

penal, puesto a que la tipicidad refleja coherencia sobre una violación de propiedad 

privada o daño al bien ajeno, sin lograr generar ni la más mínima aproximación de 

sospecha por asociación ilícita en el pésimo ejercicio de la titularidad investigativa de la 

cual ejerce su titularidad. 
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Los resultados de la investigación reflejan un procesamiento penal de personas 

sin justificación jurídica en virtud de las pericias practicadas por la falta de pertinencia 

en la solicitud misma de las mencionadas actuaciones más allá del simple y común 

actuar cumpliendo con los mínimos requisitos de percepción lógica. 

4.2 Impacto de los resultados de la investigación 

El presente estudio de casos contribuirá de una forma teórica y dogmática en el 

sentido de orientar una mejor pertinencia y oportunidad de actuaciones periciales 

como son la recolección de evidencias, reconocimiento del lugar de los hechos, 

aislamiento de la escena del crimen y más, ante la dificultad de identificación de 

los participantes en presuntos hechos delictivos. 

De igual manera un ejercicio responsable de la titularidad de la acción penal 

pública y privada tanto para fiscales como jueces al momento de analizar y 

determinar la teoría del delito aplicable para cada situación aparente o realmente 

irregular con conocimiento y estudio pormenorizado de: tipicidad, antijuridicidad y 

culpabilidad de los sospechosos. Buscando una verdadera solución y prevención de 

casos inmersos en peligrosidad y tentativa de delitos contra la propiedad privada, 

tanto como el buen orden social, considerando la no vulneración de los derechos de 

víctimas como de sospechosos, promoviendo condiciones en su acceso real y 

efectivo al libre desarrollo de la personalidad, el derecho a la protección de la 

familia, propiedad privada y el derecho a la seguridad jurídica. 

El resultado es importante e indispensable porque constituye la evolución del 

derecho en la sociedad moderna, brindando protección e igualdad y no discriminación 

de las personas y sus derechos fundamentales por la mera presunción de culpabilidad y 

peligrosidad que se genera sobre determinadas personas y muchas más por la 

ineficiencia en el conocimiento y determinación de la práctica pericial para su posterior 

ejecución de la prueba. 

 

 

 



27 
 

 

CONCLUSIONES DE LA INVESTIGACIÓN 

El presente trabajo de estudio es un tipo de investigación jurídica en el área de 

conocimientos del derecho penal y criminológicos. 

La metodología que se utilizó en la investigación fue un estudio de casos 

aplicando el método descriptivo de tipo cualitativo, método histórico, deductivo 

inductivo, inductivo-deductivo, analítico, crítico y bibliográfico, aplicando técnicas 

como la revisión bibliográfica, literatura jurídica, doctrinal y dogmática. 

Se utilizaron y determinaron las fuentes de información donde se pueden obtener 

los datos de la evidencia requerida. También, factores externos con indicadores de 

supuestos proponiendo una práctica objetiva del ejercicio público en la Función 

Judicial, en los procesos penales para fiscales y jueces. 

El Estudio se encuentra fundamentado tanto en el ordenamiento jurídico interno 

reservado a las competencias plenas de la Asamblea Nacional de la República del 

Ecuador como titular de la Función Legislativa como son: Constitución de la República 

del Ecuador, Código Orgánico de la Función Judicial, Código Orgánico Integral Penal. 

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. Y en los 

instrumentos internacionales de Derechos Humanos a los cuales el Estado ecuatoriano 

se encuentra suscrito y ratificado para el irrestricto respeto y cumplimiento de la 

prohibición para detención o privación de libertad ilegal y arbitraria o ilegítima. 

Se precisó el ordenamiento Jurídico interno, las disposiciones a seguir dentro de 

las responsabilidades con el Estado y este con los Organismos internacionales. 

La Constitución reconoce la obligación de los funcionarios y servidores públicos 

de interpretar y aplicar los derechos progresivamente, sin restringirlos, en forma abierta 

y con énfasis en la dignidad humana. Con aun mayor importancia para los responsables 

de la administración de justicia. 

El constituyente ecuatoriano, otorgó rango constitucional a los tratados e 

instrumentos internacionales de derechos humanos; y, aquellos tratados que reconocen 

en mejor forma derechos, los dotó de prevalencia en cuanto a la aplicación e 

interpretación de estos. 
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Existe una mayor comprensión del estudio de casos ya que facilitó la 

interconexión cognitiva, la recopilación y metacognición de la bibliografía y 

fundamentos teóricos en la comprensión de la resolución adoptada por la Unidad 

Judicial Multicompetente del Cantón San Miguel Provincia Bolívar y su 

fundamentación con lo tratado y determinado por el presente trabajo investigativo. 

Resulta imperante una mayor exigencia en la evaluación de conocimientos y 

aplicación de los mismos en ámbitos probatorios por parte de los funcionarios públicos 

intervinientes en procesos penales. 

Es así que en primer lugar el estudio a determinado de manera fehaciente la 

diferencia entre los tipos penales concernientes a los delitos por asociación ilícita y 

delincuencia organizada que en el presente caso no se logró corroborar la tipicidad de 

ninguna de las figuras delictivas mencionadas, por cuanto se debió procesar por daño a 

bien ajeno, mediante el estudio de la causa N° 02332-2017-00496. 

Continuando con el análisis, no se cumplió con los requisitos mínimos para la 

determinación de la prisión preventiva ya que las versiones de los aparentes testigos 

presenciales no pudieron reconocer a los detenidos y las pericias practicadas 

identificaban personas ajenas a las sujetadas al procedimiento directo del caso. 

Por lo tanto, es así que el conjunto y la pertinencia de lo practicado fue 

desvirtuado simplemente con la solicitud de la pericia de comparación de huellas 

dactilares en el arma de fuego, por lo tanto, desvirtuando el proceso que por lo menos 

evidenció el ingreso sin autorización a propiedad privada, pero sin la determinación de 

responsable alguno en el caso. 
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ANEXOS 

UNIDAD JUDICIAL MULTICOMPETENTE CON SEDE EN EL CANTÓN 

SAN MIGUEL 

CAUSA No: 02332-2017-00496 

Materia: PENAL COIP 

Tipo Proceso: ACCIÓN PENAL PÚBLICA 

Acción/Delito: 370 ASOCIACIÓN ILÍCITA 

ACTOR: 

REA QUILUMBA JORGE WASHINGTON 

Casillero No: 311 

JORGUE WASHINGTON REA QUILUMBA 

DEMANDADO: 

COELLO LUNA ERIKA GABRIELA, GILCES FRANCO JOSE GUILLERMO, 

IBARRA CHACHA WILBER EDUARDO, MOLTALVO JARRIN EDGAR 

SEGUNDO 

Casillero No: 373 

DIEGO FABIAN VALVERDE GAIBOR, GEOVANNY RAFAEL ESPÍN 

MONCAYO, GINO PAULINO REALPE BORJA 

JUEZ: FLORES CAIZA GLADYS VERONICA 

Iniciado: 13/06/2017 

SECRETARIO: MOYANO GUAMAN ANGEL ISRAEL 

Sentenciado: 

Apelado:  

 
























































































































































































































































































































































































































































































































































































































